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ABSTRACT  

 

This paper presents a context-grade of existing international law on linking children 

in armed conflict as soldiers or aides. 

 

Later indicates what has been the guarantor of the state for child recruitment by the 

armed conflict in Colombia continues to increase, although the rules of 

international humanitarian law forbids it. 

 

Next, we analyze the cases of the countries of the region show or exhibited an 

overview of armed conflict and child soldiers. Subsequently, we propose a model 

of approach from the perspective of Public Policy for Children and, finally, the 

paper presents a set of conclusions and recommendations on the subject. 

 

For he sees clearly the precarious economic situation of hundreds of families in 

Colombia has led many children have to work before age 18, about the forced 

subjugation insurgent groups and others by the need for survival. Many of the 

children involved, or have been forced to provide their services as actors of the 

conflict, leaving the entire experience physical and psychological scars that do not 

allow them to live in a balanced society, within the parameters of logic. 

 

The International Labour Organization (ILO) said that child labor prevents or 

hinders learning and social mobility, while resulting in poverty, because a low level 



of education reduces the income that can be obtained throughout life, addition to 

harm the health, safety and socialization of children. 

 

 

RESUMEN  

 

     El presente trabajo de grado presenta un contexto de la legislación 

internacional existente acerca de la vinculación de los menores de edad en 

conflictos armados como soldados o ayudantes. 

 

     Posteriormente indica cuál ha sido la posición de garante del estado respecto al 

reclutamiento de niños por parte de los actores del conflicto armado en Colombia 

sigue en aumento, pese a que las normas del Derecho Internacional Humanitario 

lo prohíbe. 

 

     A continuación, se analizan los casos de los países de la región que exhiben o 

exhibieron un panorama de conflicto armado y de niños soldados1. 

Posteriormente, se plantea un modelo de abordaje desde la perspectiva de las 

Políticas Publicas de Infancia y, por último, el documento expone una serie de 

conclusiones y recomendaciones sobre el tema.  

 

     Ahora bien, se ve claramente la precaria situación económica de cientos de 

familias en Colombia que ha llevado a que muchos niños tengan que trabajar 

antes de los 18 años, unos por el sometimiento forzoso de parte de grupos 

insurgentes y otros por la necesidad de supervivencia. A muchos de los menores 

que han participado voluntariamente o han sido forzados a prestar sus servicios 

como actores del conflicto, la experiencia acaba dejándoles cicatrices físicas y 

                                                           
1 http://www.iin.oea.org/Nino_soldado_Proder.pdf NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 

INVOLUCRADOS EN CONFLICTOS ARMADOS, Documento oficial de la OEA 
 

http://www.iin.oea.org/Nino_soldado_Proder.pdf


psicológicas que no les permiten vivir en una sociedad equilibrada, dentro de los 

parámetros de la lógica.2  

 

     La Organización Internacional del Trabajo (OIT) aseguró que el trabajo infantil  

impide u obstaculiza el aprendizaje y la movilidad social, al tiempo que redunda en 

la pobreza, pues un bajo nivel de instrucción reduce los ingresos que pueden 

obtenerse a lo largo de la vida, además de perjudicar la salud, la seguridad y la 

socialización de los menores3. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
2 http://www.monografias.com/trabajos11/pazco/pazco.shtml, ideas retomadas de la monografía NIÑOS DE 
LA GUERRA.  Por Ángela Rivillas calebt@starmedia.com 
3
 NIÑOS DE LA GUERRA.  Por Ángela Rivillas calebt@starmedia.com 

 

http://www.monografias.com/trabajos11/pazco/pazco.shtml


 

 

 

CUÁL ES LA POLITICA PÚBLICA QUE EL ESTADO TIENE FRENTE A LOS 

MENORES DE EDAD QUE HAN SIDO INVOLUCRADOS EN EL CONFLICTO 

ARMADO COLOMBIANO 

 

 

     El proceso de violencia que se ha vivido en Colombia desde principios de la 

década de los años 1960, se muestra indolente con  los niños los cuales han sido 

los más afectados con el conflicto armado colombiano, ya que éstos sino son 

mutilados, asesinados, secuestrados entre otros, son reclutados forzadamente a 

integrar las filas de las guerrillas.  

 

“…de pequeña nunca pensé entrar a la guerrilla. Y fui 

porque quería saber, por entrar, porque lo ilusionan a uno. A 

veces pensaba qué iba a decir mi mamá, pero estando allá 

ya no lo dejan salir. Yo pertenecía a las Farc. Permanecí dos 

años en la guerrilla. Entré a la edad de catorce años. Al 

principio estaba muy aburrida pues se da uno cuenta que las 

cosas no son como se las pintan a uno, que fue un engaño 

ya que tenía que cumplir órdenes de ellos y no podía hacer 

lo que yo quería…”4  

 

     Los infantes conocen de estos grupos por lo que les dicen conocidos o los 

propios militantes de estos grupos al margen de la ley, los cuales los convencen 

diciéndoles que no tienen que hacer nada, que lo van a tener todo, que les pagan 

bien y que si no les gusta en tres meses se pueden salir, les endulzan el oído; el 

niño piensa que es solo un juego porque ve armas y uniformes. Y luego que 
                                                           
4
 Juguetes de Guerra. Niños reclutados por la guerrilla en Colombia. Centro de análisis sociopolíticos, 

octubre de 1999. Testimonio No. 3 Pág. 83 



pertenecen o están en las filas de las milicias se dan cuenta que no es como les 

habían dicho y para cuando se quieren retirar ya no los dejan y en ese momento 

les dicen que la única forma de irse es muertos5. 

 

     Los niños que son la base de la nación sufren porque son obligados a quitarle 

la vida a otra persona, o a cometer actos criminales. En el mismo instante en que 

realizan estas conductas delictivas pierden su infancia y no solo porque se les 

obliga a tomar estas decisiones que le corresponden a una persona con criterio y 

con un razonamiento más amplio dado por la experiencia como lo es un adulto, 

sino también porque se les niega el acceso a los juegos, la recreación,  la libertad, 

la posibilidad de estudiar y de realizarse como persona, el derecho a los buenos 

cuidados, al amor de su familia, de sus seres queridos y amigos. Cuando a los 

infantes les hacen falta estos elementos básicos no logran adquirir la experiencia y 

conocimiento necesarios para su desarrollo como seres humanos. En el 

transcurso de esta cruel historia se observa aún como la guerrilla impone una 

cuota a las familias en la que, dependiendo del número de hijos que tengan, 

deben entregar a uno o varios, y en muchas ocasiones se llevan a todos sus hijos. 

 

     La Constitución Política de Colombia contempla como derechos fundamentales 

de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la 

alimentación equilibrada, su nombre y su nacionalidad, tener una familia y no ser 

separado de ella, el cuidado y el amor, la educación y la cultura, la recreación y la 

libre expresión de su opinión.6  

 

     Determina además la Carta Política que los niños serán protegidos contra toda 

forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, 

explotación laboral y económica y trabajos riesgosos; y, que gozarán también de 

                                                           
5
 Centro de Análisis Sociopolíticos. Juguetes de Guerra. 1999 

6
 Constitución Política de Colombia, artículo 44. 



los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados 

internacionales ratificados por Colombia.7 

 

     Establece igualmente la norma superior que “La familia, la sociedad y el Estado 

tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo 

armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede 

exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.”  

Así como que “Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 

demás”.8 

 

     En el mismo sentido se expresa la normatividad internacional, plasmando entre 

otros que los niños, deben recibir la protección y asistencia necesarias. Y que 

debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y 

comprensión, así como que el niño, por su falta de madurez física y mental 

necesita protección y cuidados especiales, incluso la debida protección legal, tanto 

antes como después del nacimiento.9  

 

     El reclutamiento forzado o voluntario al que se ven sometidos los niños y niñas 

de nuestro país en el cual, tanto autoridades locales, municipales, nacionales e 

internacionales hablan álgidamente y proponen soluciones las cuales muy pocas 

han sido efectivas en la lucha contra este flagelo que ataca a gran parte de 

nuestra población infantil. Ninguna de las leyes, decretos o tratados ha logrado 

ponerle fin a este reclutamiento, la Constitución Política de 1991 consagró 

derechos fundamentales de los niños y entre estos el derecho a no ser reclutados 

por los grupos al margen de la ley y a los cuales no parece importarles nada. 

 

     Dado que “el uso que se le da al niño miembro de un grupo armado es variado. 

Puede gozar de un relativo alejamiento de los combates por el tipo de armas 

                                                           
7
 Ob. Cit. Nota 6. 

8
 Ob. Cit. Nota 6. 

9
 Convención americana de derechos del niño, Preaámbulo. 



utilizadas o de funciones desempeñadas. Participar directamente de ellos en 

primera línea y sufrir y/o infringir vejaciones varias tales como heridas, ritos de 

iniciación, o torturas, como actores y/o víctimas10. El menor que participa 

activamente de un conflicto armado asume diferentes funciones dependiendo de 

su edad, del grupo armado, del contexto cultural o del género. A las niñas además 

de cumplir con las mismas labores encomendadas a los niños, es frecuente que 

se les dé un uso sexual e inclusive casamentero11. En general,     cubren la mayor 

parte de los oficios que la guerra puede ofrecer, con excepción quizás de los 

puestos de mando operativo y de toma de decisiones.”12  

 

     El Gran problema de los niños y niñas inmersos en la guerra en Colombia fue 

evidenciado en un pronunciamiento efectuado por el Defensor del Pueblo en el 

que afirmó: “La situación de los niños en el conflicto armado colombiano no es 

distinta de la situación de los niños involucrados en otros conflictos armados. Para 

infortunio de Colombia, los grupos insurgentes y de autodefensa han abusado y 

continúan abusando de la vulnerabilidad y fragilidad de los niños. Día a día, los 

actores armados reclutan menores de 18 años, los utilizan como carne de cañón o 

carnada para infligir daños a sus enemigos. Cientos son desplazados. Las niñas 

no solamente son las compañeras sexuales de los irregulares, sino que son 

forzadas a prostituirse”13  

 

A raíz de todos los vejámenes sufridos por los niños y niñas, sus desapariciones   

en la segunda guerra mundial es que se buscó a través del derecho internacional 

humanitario la protección jurídica de los mismos, de allí, que ese sufrimiento 

padecido entre 1939 a 1945 alertó a la cruz roja internacional a buscar la 

aprobación del IV convenio de Ginebra de fecha 12 de agosto de 1949, que trata 

                                                           
10 WOODS D. 1993; MITROVIC G., NIEGO R. 1996 
11 ÁLVAREZ-CORREA M., MARTÍNEZ G., 1998 
12 ÁLVAREZ-CORREA Miguel, AGUIRRE BUENAVENTURA Julián. Guerreros sin sombra niños, niñas y jóvenes 

vinculados al conflicto armado. Procuraduría General de la Nación. Bienestar Familiar. Colombia 2002. Pág. 37 
13 DEFENSORÍA DEL PUEBLO, Resolución Defensoría Humanitaria No. 017, Bogotá, D.C., 12 de mayo de 2003. 



de la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra14; En ese 

instrumento a protección a los niños, como miembros de la población civil, 

consistió en que pasaron a ser personas protegidas en caso de conflicto armado 

internacional o de ocupación total o parcial del territorio en el cual residieran15. 

 

    La realidad Colombiana muestra que una vez alistados los menores, el 58% de 

los niños, niñas y jóvenes manifiestan no tener un trato especial por ser menores 

de edad, mientras que el 42% aseguró lo contrario, el 66% dijo disponer de 

servicio médico suministrado por el mismo grupo, el 58% haber recibido en la 

institución algún tipo de educación sexual y el 42% afirmó lo nunca habérseles 

hablado del tema, en cuesta realizada por la defensoría del pueblo, en el año 

1996. Es necesario poner de presente que la evaluación de esas variables puede 

resultar subjetivo, por cuanto el niño es mentalizado por la institución y no siempre 

responde con total seguridad.”16  

 

EL CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO  

 

      Para nadie es un secreto que  en Colombia existe un conflicto armado no 

internacional, y los más perjudicados dentro de este conflicto son los niños pues 

estos son las verdaderas víctimas inocentes de la guerra en tiempos de conflicto, 

también ellos tienen que demostrar fortaleza y coraje, aunque no entiendan muy 

bien lo que ocurre a su alrededor.  

 

     Entre los grupos al margen de la Ley como FARC, ELN y paramilitarismo han 

reclutado unos 15.000 niños y niñas en edades que oscilan entre los 9 a los 16 

años, con el propósito de alistarlos en sus filas para que desempeñen acciones 

                                                           
14

 Comentario extraido de la http://www.desaárecidos.org/nunca mas/Web/document/0internac/convendeni/-

oo.htm 
15 FRÜHLING, Michael. Ponencia en la presentación del libro Niños, Niñas, Jóvenes en el conflicto armado colombiano. 

12 de junio de 2003 
16 Ibídem  Pág. 39. 



riesgosas, ayuden a la guerra sin importar su condición, el interés es la ampliación 

de sus contingentes para la lucha17, dada la falta de frenos inhibitorios y la 

obediencia sin objeción de los menores, que les permite ir al combate sin objeción 

alguna, es que son blanco fácil para su reclutamiento, más aun cuando ellos salen 

más baratos que un adulto; es así como, el reclutamiento forzoso u obligatorio de 

niños, niñas y adolescentes viola gravemente sus derechos fundamentales a la 

vida, a la libertad, a vivir en familia o junto a sus padres, el derecho a la educación, 

a la salud, a la protección contra la explotación y el abuso sexual, sumado al daño 

sicológico irreparable que se les causa18.  

 

     Ahora bien, respecto a la posición de garante, que para el caso en estudio es el 

estado el obligado a tener el deber jurídico concreto de obrar para impedir que se 

produzca un resultado típico que es evitable, como es el daño que se le causa a 

esos menores reclutados por las faltas de políticas internas para protegerlos, 

obligación que desde siempre en el conflicto armado interno colombiano ha sido 

incumplida, haciendo surgir con ello el evento lesivo que de prestársele más 

atención a los niñas y niñas de nuestro país podía ser impedido, abandonándose 

así tal posición de garante19.  

      

     Entre tantas circunstancias que rodean el reclutamiento de menores, 

observamos que este es más acentuado en las zonas rurales debido a la 

presencia de grupos armados al margen de la ley, la vinculación de familiares a 

estos grupos, la falta de oportunidades, pobreza extremas, mal trato y 

                                                           
17

 Informe de la Naciones Unidas a través de UNICEF, http://alainet.org/active/21804&lang=en 
18 Autor: Ing. Rita María Concepción Bravo y Ing: Elier Arévalo González. EL DIH: Los niños y la guerra. 

http://www.ilustrados.com/tema/12349/ninos-guerra.html 
19 (Segunda instancia 25.536 de 2006 aprobado acta número 77 corte suprema de justicia sala de casación penal 

magistrado ponente: Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de julio de dos mil seis (2006). http://gavillan5.blogspot.com/2006/08/posicion-de-

garante.html. 02:04 p.m. 10/08/2013) 

http://gavillan5.blogspot.com/2006/08/posicion-de-garante.html.%2002:04
http://gavillan5.blogspot.com/2006/08/posicion-de-garante.html.%2002:04


desatención, que aunque por ellos, los menores insistan en decir que son ingresos 

voluntarios, estos siempre serán forzados20  

     Otra circunstancia marcada para la inserción de menores a grupos armados es 

la ausencia de oportunidades en el área escolar, según informe de la oficina de las 

naciones unidas se estima que 1,6 millones de niños se encuentran por fuera del 

sistema educativo, lo que equivale al 13% de la población de niños y niñas entre 

los 5 y 17 años, sumado a ello se observan marcadas inequidades entre las zonas 

urbanas y las rurales, mientras las primeras tienen una cobertura de 91%, en las 

segundas sólo el 77% en edad de recibir educación asisten a un establecimiento 

educativo.  La repetición del año escolar en el sector oficial duplica o triplica a la 

del sector privado21. 

     

     Viendo la situación desde el punto de vista estadístico, podemos indicar que los 

Centros Zonales del ICBF en el 2005 registraron 15.500 denuncias de maltrato 

físico, y el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses reportó 59.770 casos 

de violencia intrafamiliar en el 2004, de los cuales 9.847 tuvieron como víctimas a 

menores de edad,  

 

La ausencia de oportunidades en el área escolar, por ejemplo, es otra razón que 

impulsa al menor a ingresar a un grupo armado. “Se estima que 1,6 millones de 

niños se encuentran por fuera del sistema educativo. Esto equivale al 13% de la 

población de niños y niñas entre los 5 y 17 años. Adicionalmente, hay marcadas 

inequidades entre las zonas urbanas y las rurales. Mientras las primeras tienen 

una cobertura de 91%, en las segundas sólo el 77% de los niños y las niñas en 

edad de recibir educación asisten a un establecimiento educativo. La repetición del 

año escolar en el sector oficial duplica o triplica a la del sector privado”, dice la 

Oficina de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos al describir la 

situación en el 2005. Los jóvenes atendidos por el programa del ICBF, en sus seis 

                                                           
20

 Comentario extraído de www.pnud.org.co/hechos de paz/pdf/16.pdf 
21

 Ibidem al anterior  

http://www.pnud.org.co/hechos


años de existencia, ratifican estos estimativos: de los 2.864, 614 llegaron con 

quinto de primaria. 

 

LA POSICIÓN GARANTE DE LOS ESTADOS  

 

La Posición de Garante de los Estados Frente  a las Víctimas de Violaciones 

de Derechos Humanos, en el Sistema Interamericano. 

 

     En primer lugar cabe señalar, que la Convención de Viena de 1969 estableció 

la forma, vigencia y alcance de los tratados entre Estados, previo el 

reconocimiento internacional de los principios del libre consentimiento y de la 

buena fe y la norma "pacta sunt servanda", entendida ésta última como obligación 

que tienen los estados de cumplir sus compromisos internacionales de buena fe. 

 

     Adicionalmente, el mismo instrumento internacional recordó la resolución de los 

Pueblos de las Naciones Unidas que impone a los Estados, la obligación de “(…) 

crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las 

obligaciones emanadas de los tratados”; además del respeto universal a los 

derechos humanos, a las libertades fundamentales de todos y por tanto, la 

efectividad de tales derechos y libertades22.  

 

     Conforme a lo anterior, cabe señalar que la posición de garante atribuible a los 

Estados, deriva directamente de la obligación internacional de cumplir de buena fe 

los tratados sobre derechos humanos, suscritos y en vigor, so pena de incurrir en 

responsabilidad internacional. 

 

                                                           
22

 Convención de Viena del 23 de mayo de 1969 



     No debe pasar inadvertido que conforme a la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, “(…) todo Estado es responsable 

internacionalmente por todo y cualquier acto u omisión de cualquiera de sus 

poderes u órganos por violación de los derechos internacionalmente consagrados 

en la Convención Americana de Derechos Humanos”23. 

    

     Lo dicho va en consonancia con los principios del derecho de los tratados “res 

inter alios acta”(Los tratados solo crean obligaciones entre las partes) y  “ex 

consensu advenit vinculum” (Del consentimiento deviene la obligación, lo que 

implica que los Estados, por ser iguales entre sí, deben manifestar libremente el 

consentimiento para que resulten obligados por un tratado internacional), que 

prevén el surgimiento de obligaciones recíprocas, vinculantes y obligatorias, entre 

las altas partes contratantes, previa satisfacción del requisito del libre 

consentimiento. 

 

     Precisado lo anterior, cabe preguntarse, cuál es el contenido de la posición de 

garante de los estados frente  a las víctimas de violaciones de derechos humanos, 

en el sistema interamericano. 

 

En el Sistema Regional Interamericano de Derechos Humanos, las obligaciones 

de  los Estados, en materia de protección de los derechos humanos, derivan en 

gran parte de la Convención América de Derechos Humanos24, este instrumento 

internacional reconoce que “(…) los derechos esenciales del hombre no nacen del 

hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento 

los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección 

internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la 

que ofrece el derecho interno de los Estados americanos”  

 

                                                           
23

 Caso Juan Humberto Sánchez, 5 pensionistas y Comunidad Mayagna 
24

 Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada 

Interamericana sobre Derechos Humanos) 



     Lo antes indicado nos permite afirmar, que las víctimas de violaciones de 

derechos humanos, antes de acudir al sistema regional interamericano de 

derechos humanos, deben acudir al sistema nacional en procura de que el estado 

correspondiente cumpla con su deber de garante, y solo en el caso que, no 

encuentren satisfacción al respecto, - bien sea por que no existe una forma o 

medio de acceso a la justicia; existiendo este, no se permite el acceso a la misma; 

se desconozca el término razonable para adelantar la investigación 

correspondiente, no se garantice la justicia misma; no se concrete el conocimiento 

de la verdad, no se repare integralmente a las víctimas o no se den garantías de 

no repetición- puedan acudir a las instancias internacionales, estos es, a la 

Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

 

     Por ello es que se aplica el principio de subsidiaridad, lo que impide que las 

víctimas de violaciones de derechos humanos, acudan de primera mano al 

sistema interamericano en búsqueda de protección de sus derechos, pues este 

sólo es coadyuvante o complementario a las soluciones que en la materia ofrezca 

el derecho interno de los Estados americanos. 

 

     No debe olvidarse que, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

señalado que las víctimas tienen derecho, entre otros, a la reparación de las 

consecuencias de la situación configurada por la violación de los derechos, lo que 

involucra una justa indemnización y el resarcimiento de los gastos25.  

 

     El derecho de reparación, incluye el pago de los daños materiales e 

inmateriales, además de los daños psicológicos de las víctimas, donde la regla 

que contempla en este aspecto es que no basta la reparación integral de los 

daños, sino la efectiva justicia a las víctimas, con investigaciones efectivas y 

atención a las mismas.  

                                                           
25 ”(Caso Cantoral Benavides contra Perú, sentencia del 18 de agosto de 2000. Punto resolutivo décimo tercero), 

Artículo 63.1 de la Convención Americana. 



          El derecho en cuestión también se extiende a los familiares, entre los que se 

“(…) comprenden los padres, hijos, cónyuges, hermanos y compañeros 

permanentes, a quienes se les debe reconocer indemnización por daño inmaterial, 

así como a saber cuáles fueron los agentes responsables del Estado26; La 

reparación igualmente debe ser adecuada mediante la adopción de medidas de 

rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición.  

 

     Igualmente las víctimas tienen derecho a conocer la verdad, como parte del 

derecho de acceso a la justicia, en la medida que es “(…) una justa expectativa 

que el Estado debe satisfacer a las víctimas de violaciones de derechos humanos 

y a sus familiares y como una forma de reparación”27,  La Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ha  recalcado sobre el “(…) derecho que asiste a las víctimas 

y a sus familiares de conocer lo que sucedió28.  y “(…) quiénes fueron los agentes 

del Estado responsables de los respectivos hechos”, pues es su derecho  conocer 

la verdad  de lo sucedido. (Caso Cesti Hurtado. Reparaciones, supra nota 2, párr. 

62; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Reparaciones, 

supra nota 2, párr. 100; y Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros). 

Reparaciones, supra nota 2, párr. 200).  

 

     Reiteradamente lo ha indicado la Corte, el derecho a saber la verdad de lo 

sucedido, es parte del derecho de acceso a la justicia, el cual no se agota en el 

trámite de los procesos internos, sino además, en asegurar en un tiempo 

razonable, el derecho de la víctima o sus familiares a saber la verdad de lo que 

sucedió y a que se sancione a los responsables. 
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     En últimas el derecho a la verdad, comporta el derecho que tiene las víctimas a 

conocer los lugares y localización de los restos de sus víctimas, pues ellos 

merecen ser tratados con respeto. 

  

     Entonces, para que se cumpla de manera efectiva el deber de garante frente a 

las víctimas de violaciones de los derechos humanos, corresponde al Estado 

agotar los siguientes comportamientos: 

 

 Adoptar disposiciones de derecho Interno y derecho a las garantías 

judiciales, tendientes a suprimir las normas y prácticas de cualquier 

naturaleza que impliquen una violación a las garantías previstas en la 

Convención Americana de Derechos Humanos. 

 

 Adecuar de manera general el derecho interno a las previsiones de la 

Convención, para garantizar así los derechos consagrados en ésta29. El 

Estado tiene la obligación de consagrar y adoptar en su ordenamiento 

jurídico interno todas las medidas necesarias para que lo establecido en la 

Convención sea realmente cumplido y puesto en práctica.  

 

 Expedir las normas y desarrollar prácticas conducentes a la observancia 

efectiva de las garantías previstas en la Convención30 

.  

 Investigar los hechos y sancionar a las personas responsables de las 

violaciones de los derechos humanos, lo cual debe hacerse de manera 

seria y no como una mera formalidad31.  
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 Caso Cesti Hurtado. Reparaciones, supra nota 2, párr. 62; Caso de los “Niños de la Calle”, Villagrán 

Morales y otros. Reparaciones, supra nota 2, párr. 100; y Caso de la “Panel Blanca” Paniagua Morales y otros. 
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 Adelantar las investigaciones por violaciones a los  derechos humanos, 

como un deber jurídico propio que no depende de la iniciativa procesal de 

la víctima o sus familiares o de la aportación privada de elementos 

probatorios32.  

 

 Combatir la impunidad, la que se genera cuando no se ha determinado 

toda la verdad ni la totalidad de las responsabilidades y cuando no se han 

hecho efectivas las órdenes de captura proferidas, por todos los medios 

legales disponibles, pues el no hacerlo propicia la repetición crónica de las 

violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y 

de sus familiares33. 

 

 Suprimir las medidas que puedan dar lugar a la imposición de tasas de 

justicia y honorarios que al ser excesivos impidan el cabal acceso a la 

justicia. 

 

Conforme a la jurisprudencia del comité de derechos humanos 

 

     El Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas ha expresado su alta 

preocupación por la impunidad generalizada en Colombia en lo que respecta a las 

violaciones al derecho de los niños a la vida, en el contexto del conflicto armado. 

En particular, ha resaltado casos de muertes extrajudiciales, desapariciones, 

tortura y el fenómeno de “limpieza social” contra niños de la calle,  en Colombia, 

pocos casos de abusos en contra de niños y niñas llegan a algún tipo de 

investigación; en el 2000, el Comité hizo énfasis en la necesidad de hacer 

investigaciones especiales por las atroces violaciones de los derechos de los 

                                                           
32

 Caso Bulacio, caso Juan Humberto Sanchez y caso Bamala Velásquez. 
33
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niños, lamentó la falta de información y respeto por estos casos y urgió al Estado a 

terminar con la impunidad para con estos crímenes. 

 

Conforme a la corte internacional de justicia 

 

     La Corte Internacional de Justicia es el órgano judicial principal de la 

Organización de las Naciones Unidas, encargada de decidir conforme al Derecho 

Internacional las controversias de orden jurídico entre Estados y de emitir 

opiniones consultivas respecto a cuestiones jurídicas que pueden serle sometidas 

por órganos o instituciones especializadas de la ONU. 

 

     A partir del 1 de noviembre de 2009, la Corte Penal Internacional tiene 

competencia para adelantar investigaciones e imponer sanciones por crímenes de 

guerra cometidos en Colombia, y que no hayan sido juzgados e investigados en el 

País. Ello en virtud del cumplimiento de la cláusula de salvaguarda que suscribió 

el Gobierno colombiano en 2002. 

 

     La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido reiterada en   

recalcado sobre el derecho que le asiste a las víctimas y a sus familiares de 

conocer lo que sucedió34.. Reparaciones, supra nota 2, párr. 200; y Caso 

Aloeboetoe y Otros.  

 

Ha indicado el alto tribunal interamericano que, el “(…) derecho a la verdad se 

encuentra subsumido en el derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los 

órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las 
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responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el 

juzgamiento35.  

Conforme a la Organización de las Naciones Unidas  

     Colombia es miembro fundador de las Naciones Unidas y desde su admisión, 

el 5 de noviembre de 1945, ha protagonizado importantes papeles dentro del 

Sistema. Desde valiosos aportes en la redacción y firma de la Carta de la ONU, 

hasta el envío de tropas a diferentes sitios del mundo, Colombia siempre ha 

estado atenta a las demandas de la Organización y su participación ha sido 

reconocida a nivel internacional; las Naciones Unidas trabajan en todo el territorio 

colombiano para contribuir al respeto, la defensa y la promoción de los derechos 

humanos, como el de la vida, la libertad y seguridad de todos entre otros. 

 De los principales compromisos de la ONU con la comunidad en general y en 

especial con la colombiana es buscar que nadie sea sometido a torturas, tratos 

crueles, inhumanos, que todos sean oídos públicamente y con justicia; además, 

Informa, difunde y promueve los derechos humanos; realiza informes y 

recomendaciones para promover su respeto. Trabaja con el Estado colombiano en 

la elaboración de un Plan de Acción en derechos humanos; impulsa programas y 

proyectos con base en los derechos civiles y políticos, y en los derechos 

económicos, sociales, culturales y medioambientales. Apoya el fortalecimiento del 

sistema de justicia; capacita funcionarios públicos en temas de derechos humanos 

y vela por que todo proyecto legislativo sea respetuoso de los compromisos 

internacionales adquiridos por Colombia. Impulsa la lucha contra el crimen 

internacional organizado y la corrupción, y contra las drogas ilícitas, incluyendo el 

monitoreo de cultivos ilícitos.  

     En cuanto a  los Derecho de los niños, la Organización de las Naciones Unidas 

reconoce en la familia el elemento fundamental de la sociedad y por ello trabaja 
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por el reconocimiento del derecho de la madre y de su hijo a que se les brinde 

protección del Estado, Defiende el derecho de los niños y las niñas a ser los 

primeros en toda circunstancia y promueve los derechos de la mujer y la equidad 

entre los géneros, promueve políticas públicas y movilización social para lograr el 

cumplimiento de los derechos de la niñez en áreas como desarrollo infantil, salud, 

nutrición, educación, protección especial, participación, acción humanitaria y 

atención en emergencias, atiende a los niños víctimas de confrontaciones 

armadas y adelanta acciones para prevenir su vinculación al conflicto, adelanta 

programas de ayuda alimentaria para población vulnerable, con énfasis en niñas, 

niños y mujeres, acompaña los programas de vacunación y la atención prioritaria a 

la infancia, trabaja en la educación de adolescentes en salud sexual y reproductiva 

y apoya los esfuerzos nacionales para prevenir y detener el avance del 

VIH/SIDA36.  

Posición de garante del Estado colombiano frente a las víctimas del conflicto 

armado  

 

          La legislación penal colombiana sigue el criterio restringido, en el entendido 

que, con fundamento principal en los artículos 1° y 95.2 de la Constitución Política, 

que construyen el principio de solidaridad, el artículo 25 del Código Penal dice 

expresa y taxativamente en cuáles casos es predicable la posición de garante, 

siempre con referencia a la omisión impropia o impura37.  

 

     De acuerdo a la definición emitida por la Corte Suprema de Justicia es evidente 

que el caso colombiano respecto al reclutamiento de niños y niñas se ha 

presentado al interior tanto de las organizaciones guerrilleras, paramilitares, como 

de las bandas criminales  organizadas, las cuales han sido protagonistas de un 

conflicto armado que afecta al país desde hace más de cuatro décadas, los 
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menores no sólo resultan siendo víctimas del crimen del reclutamiento, sino que 

además pueden ser considerados victimarios de delitos cometidos con ocasión del 

conflicto, bien como autores o participes de delitos relacionados con la violación 

de los derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario, o por la 

comisión de delitos comunes. 

 

     Dada la condición de garante de nuestro estado, es necesario que se tenga en 

cuenta el criterio internacional cuando se habla de condición de víctimas de los 

niños y niñas reclutados por grupos armados,  veamos lo que se indica38: 

 

 “Los niños o niñas acusados de delitos según el derecho 

internacional supuestamente cometidos mientras estaban 

vinculados con grupos o fuerzas armadas deberán ser 

considerados en primer lugar como víctimas de delitos 

contra el derecho internacional; no solamente como 

perpetradores. Por tanto, deberán ser tratados de acuerdo 

con las normas internacionales en un marco de justicia 

restaurativa y rehabilitación social, en concordancia con el 

derecho internacional que ofrece a la infancia una protección 

especial a través de  numerosos acuerdos y principios. En 

donde sea posible, se deben buscar alternativas a los 

procesos judiciales en sintonía con la Convención de los 

Derechos del Niño y otros estándares internacionales para la 

justicia juvenil” 

 

     El reclutamiento en Colombia es, la vinculación al conflicto armado de niños y 

niñas, menores de 18 años por parte de los grupos al margen de la Ley, llámense 

guerrilla, paramilitares o BACRIM, los que se valen de aquellos como instrumentos 
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de guerra, cercenándoles sus derechos fundamentales y empleándolos para la 

consecución de las finalidades de la organización criminal.  

 

     El reclutamiento se ha clasificado en tres modalidades: voluntario, forzoso y 

obligatorio, pese a ello, y tal y como lo disponen las normas nacionales e 

internacionales toda forma de reclutamiento de menores de 18 años excluye el 

consentimiento como forma de aceptación de la conducta criminal. En 

consecuencia, no puede demostrarse que la aceptación previa, concomitante o 

posterior de los menores en el conflicto, es una expresión de su libertad para 

conformar o hacerse parte de uno de los grupos armados ilegales, ya que su 

consentimiento se encuentra anulado, vacío de contenido, exterminado por los 

grupos al margen de la Ley, y su manifestación no es consecuencia de un acto 

libre y voluntario. 

 

     Los menores no pueden decidir, son coaccionados, impulsados 

inclementemente a hacer parte de grupos irregulares, a exponer directamente sus 

vidas en la guerra, a renunciar a sus derechos esenciales, sueños, a una vida 

digna, Por tal razón, cualquier decisión que los menores adopten en este entorno 

carece de validez, por el hecho de actuar bajo una presión insuperable que les 

impide determinarse y ser libres. Nada, puede justificar el reclutamiento de 

menores en un Estado como el colombiano, porque ello supone renunciar a los 

pilares básicos de una sociedad democrática, de un Estado de Derecho, Social, 

fundado en la dignidad humana y en el respeto de las libertades y garantías 

fundamentales y en la salvaguarda de los niños.  

 

     La desafortunada experiencia de Colombia en este ámbito, pone  en evidencia 

que la mayor parte de menores en la guerra son niñas, quienes no solo son 

destinadas a la práctica de trabajos humillantes sino que también, son tratadas 

como esclavas sexuales, como también se da el caso de menores reclutados 

coaccionados a la realización de trabajos para el narcotráfico y la delincuencia 



organizada dentro de las diversas actividades que desarrolla el grupo criminal39, lo 

que nos permite inferir que el estado Colombiano viene siendo indiferente a esa 

obligación que tiene como garante de los derechos fundamentales de sus 

menores, sin que se avizore solución a tal situación, pues no hay políticas claras 

desarrolladas en programas que propendan a la protección de esta parte de la 

población desamparada  

 

Legislación aplicable a los conflictos armados  

 

     El Estado colombiano ha ratificado diversos instrumentos de derechos 

humanos encaminados a la protección de niños y niñas, dentro de los que se 

destacan: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del 16 de 

diciembre de 1966, la Convención Americana de Derechos Humanos de 1967, la 

Convención sobre Derechos del Niño, y sus dos Protocolos Facultativos y el 

Estatuto de Roma que aprueba la Corte Penal Internacional. 

 

     El sistema de protección de derechos humanos con la Convención sobre los 

Derechos del niño de 1989 consagró la prohibición expresa del reclutamiento y la 

utilización de niños menores de 15 años por los grupos armados. Colombia, al 

ratificar la Convención sobre Derechos del niño de 1989, el 28 de enero de 1991, 

hizo una reserva, considerando que la edad mínima para que las personas 

pudieran participar directamente en las hostilidades fuese los 18 años, 

adelantando así la restricción de mayor protección del Protocolo. 

 

     La Organización Internacional del Trabajo en 1999, a través del Convenio 182 

aprobó la prohibición de las peores formas de explotación infantil, señalando como 

prácticas típicas el reclutamiento de niños y niñas por grupos armados. De otra 

parte, en febrero de 2002 entró en vigor el protocolo Facultativo de la Convención 
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de los Derechos del Niño, relativo a la participación de niños y niñas en los 

conflictos armados, fijando la edad de vinculación a grupos armados estatales y no 

estatales a los 18 años. 

 

     Otras de las disposiciones que sirvieron como antecedente normativo en el 

país, son los Principios y Buenas Prácticas de Ciudad del Cabo de 1997, que se 

aprobaron durante el simposio sobre la prevención y reclutamiento de niños y 

niñas y la desmovilización y reintegración social en África, los cuales, en 2007, 

fueron actualizados por la ONU con el propósito de fijarlos como parámetros 

universales en cualquier conflicto armado en el que resulten reclutados menores 

por los grupos armados. Así, los principios de París del 30 de enero de 2007, 

señalan los “Principios y directrices sobre niños vinculados a las fuerzas y grupos 

armados”, y fijan los criterios de reintegración y atención de menores de edad, 

destacando las consideraciones de género. 

 

     Los principios de París definen el reclutamiento, utilización ilegal de niños, 

define que es niño o niña asociado a un grupo armado40., al describirlos no se 

refiere solamente a un niño o niña que esté participando, o haya participado, 

directamente en las hostilidades. 

 

     En cuanto al Derecho Internacional Humanitario, Colombia ha ratificado los 

Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales, asumiendo así la salvaguarda 

de los derechos de la población civil, en especial frente a los niñas y niñas 

reclutadas en el conflicto armado. Los Protocolos Adicionales prohíben la 

participación de menores de 15 años en los conflictos armados y fijan una especial 

protección en las confrontaciones de carácter no internacional, señalando la 

prohibición por la participación directa o indirecta de los menores en las 

hostilidades. 
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     A su vez, el Estatuto de Roma consagró el reclutamiento de menores como un 

crimen de guerra así: “reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas 

armadas nacionales o utilizarlos activamente para participar en las hostilidades”. 

 

     En el contexto internacional, deben señalarse también las Resoluciones 1265 

de 1999, 1314 de 2000, 1379 de 2001, 1460 de 2003, 1539 de 2004, 1612 de 

2005 y 1882 de 2009 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 

vinculadas con los niños comprometidos en el conflicto armado.  

 

     Se crea un Equipo Especial del país integrado por las Agencias de Naciones 

Unidas y ONG, para realizar tareas de monitoreo en el territorio en atención a seis 

violaciones de derechos humanos y en las infracciones del derecho internacional 

humanitario; asesinato y mutilación de niños; reclutamiento y utilización de niños 

soldados; ataques contra escuelas y hospitales, violación de niños y su 

sometimiento a otros graves ataques de violencia sexual; secuestro de niños y 

niñas; denegación de acceso a la asistencia humanitaria. 

 

LEGISLACIÓN NACIONAL E INTERNACIONAL SOBRE PROHIBICIÓN DE 

VINCULAR A LOS MENORES EN EL CONFLICTO ARMADO 

 

     En los cuatro Convenios de Ginebra se incluyó el artículo 3º común, aplicable 

al caso de conflicto armado sin carácter internacional, surgido en el territorio de 

uno de los Estados firmantes. 

 

     En 1977 el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra, artículo 4, relativo 

a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional 

recogió normas específicas sobre la protección de los niños. 

 

 



     Al ratificar la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, el Estado 

colombiano efectuó una reserva sobre el artículo 38 que transcribe el artículo 2º 

del Protocolo II Adicional a los cuatro Convenios de Ginebra. El mencionado 

artículo consagra la prohibición de que niños menores de quince años sean 

reclutados en fuerzas o grupos armados, y que participen directamente en las 

hostilidades. La reserva dispone que, para el caso colombiano, se entiende que la 

edad a la que se refiere el citado artículo es la de 18 años y no la de 15, en 

consideración a que el ordenamiento legal de Colombia establece la edad mínima 

de 18 años para reclutar el personal llamado a prestar servicio militar en las 

Fuerzas Armadas. 

 

     Aunque los dos instrumentos internacionales anteriormente señalados fueron 

ratificados por el Estado colombiano, los grupos alzados en armas han 

argumentado acatar solamente las normas relativas al Derecho Internacional 

Humanitario, por lo que aducen poder reclutar niños y niñas entre los 15 y 18 

años, en contra de la reserva elevada por Colombia sobre la Convención 

Internacional sobre los Derechos del Niño, y en detrimento de los derechos 

humanos de la niñez colombiana. 

 

     Por otra parte, la Organización Internacional del Trabajo – OIT – proclamó el 

Convenio 182 de 1999 relativo a la obligación de los Estados Parte de emprender 

en forma inmediata todas las medidas necesarias para erradicar las peores formas 

de trabajo infantil, dentro de las cuales se incluye la de reclutar y utilizar personas 

menores de 18 años para que participen en los conflictos armados. Este 

instrumento fue suscrito por el Estado colombiano, aprobado por el Congreso de la 

República, sancionado por el Presidente de la República en el 200141.  

 

     Adicionalmente, y debido al incremento de los conflictos armados en la 

comunidad de Estados, la Organización de las Naciones Unidas –ONU- impulsó 
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un movimiento mundial en favor de la infancia y proclamó en el año 2000 el 

Protocolo Opcional a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, 

instrumento que da alcance al artículo 38 de la Convención, en el cual se prohíbe 

el reclutamiento de personas menores de 18 años en los conflictos armados 

internos e internacionales42.  

 

Legislación Nacional  

 

     La Constitución de 1991 en el artículo 44, fija los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes a un desarrollo armónico, y su carácter prevalente frente a cualquier 

otro derecho, por tanto es obligación del Estado, la sociedad y la familia velar y 

garantizar su protección. En el mismo sentido, el artículo 13 de la Constitución 

consagra el deber de protección especial del Estado frente a quienes se 

encuentren en una situación de debilidad y vulnerabilidad manifiesta, como es el 

caso de los menores que resultan reclutados en el marco del conflicto interno. 

 

     La Ley 418 de 1997, prorrogada por la Ley 548 de 1999 ya derogadas 

consagraba tres artículos relativos a la protección de los menores de edad que se 

desvinculen de los grupos alzados en armas, lo que ordenaba que los menores 

gozaran de los mismos beneficios jurídicos y económicos de los adultos que 

manifiesten su voluntad de desvincularse de los grupos armados ilegales.  

 

     De otra parte, la Ley 599 de 2000 o Código Penal, que en el artículo 162 reitera 

la tipificación de la conducta punible de reclutamiento ilícito de menores de edad, 

en consonancia con el artículo 14 de la Ley 418 de 1997. 
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     En lo que respecta a menores de edad la Ley 418 de 1997, modificada por la 

Ley 1421 de 2010 contempla que además de las sanciones penales previstas en 

el artículo 162 del Código Penal para quienes sean condenados por reclutamiento 

ilícito de menores de edad, no podrán ser acreedores de los beneficios jurídicos43. 

 

     A su vez, el derogado Código del Menor, que no consagraba de manera 

expresa la situación irregular de los niños y niñas que se vinculan con los grupos 

armados ilegales, ni de aquellos que se desvinculan de los mismos, debían ser 

tratados como infractores a la ley penal, o como niños en situación de abandono o 

peligro, lo que dejaba a discreción del juez su remisión a instituciones de 

reeducación o a programas de protección. No obstante lo anterior, el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar dispuso la organización de un programa 

especializado de protección para los menores de edad que se desvinculen de las 

organizaciones armadas al margen de la ley que participan en el conflicto interno, 

a las que usualmente son remitidos los y las niñas que se han entregado en forma 

voluntaria al Estado.  

 

     A su turno, la ley 1098 de 2006,  Código de la Infancia y la Adolescencia, en su 

artículo 20 consagró la protección de la que deberán gozar los niñas, niñas y 

adolescentes, especialmente en la prohibición de desplazamiento forzado, 

inserción a grupos al margen de la Ley, guerras y conflicto armados internos,  La 

tortura y toda clase de tratos y penas crueles, inhumanos, humillantes y 

degradantes, la desaparición forzada y la detención arbitraria44; no obstante la 

protecciones a que tienen derecho los menores en el art. 26, también gozan de la 

protección a un debido proceso y un derecho de defensa además del 

constitucional y es el que se les otorgó en el art. 26 IBIDEM, en toda actuación 

administrativa, judicial o de cualquier otra naturaleza en que estén involucrados, 

los niños, las niñas y los adolescentes, tendrán derecho a ser escuchados y sus 

opiniones deberán ser tenidas en cuenta. 
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     De otra parte, el artículo 41 del código de la infancia y adolescencia le impone 

unas obligaciones al estado, en sus numerales 27, 28, 29 y 30, con respecto al 

cuidado, protección de los menores, lo que nos reafirma la posición de garante 

que éste tiene frente a su población infantil y adolescente, obligación que no solo 

es de carácter legal sino constitucional.  

 

     La Ley 1453, además de lo contemplado en el código del menor, establece que 

el adolescente haya sido víctima del delito de constreñimiento de menores de 

edad para la comisión de delitos o reclutamiento ilícito no se le aplicará privación 

de la libertad45. 

 

     La Declaración de los Derechos del Niño proclamada por la ONU, 1959,     

Convención sobre los Derechos del Niño. Aprobada en Nueva York por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas el día 20 de Noviembre de 1989 y 

ratificada por España el 30/11/90 en sus artículos: 23.1-2-3-4, 24.-1-2, 28-1, hacen 

parte de nuestra legislación por ser normas ratificadas por Colombia, por tanto con 

fundamento en el art. 93 de nuestra carta Política forman parte del bloque de 

Constitucionalidad, al igual que el Protocolo 1977 II Convenios de Ginebra, artículo 

4, la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, normas que en general tratan de la protección, de los 

derechos que le asisten a los menores sobre todo cuando se trata de conflictos 

armados .  

 

     A pesar de que las resoluciones expedidas por la defensoría del pueblo, no 

tienen el carácter de ley mucho menos fuerza vinculante, se asimilan a los 

conceptos expedidos por la Procuraduría General de la Nación, máxime cuando 
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ella hacen parte de ese ente de control, por ello el estado colombiano está en la 

obligación de acatarlos sobre todo cuanto tratan temas de derechos humanos y 

derecho internacional humanitario, tal es el caso de la resolución expedida por  

Defensoría Humanitaria No. 017 del  12 de mayo de 200346.   

    

Legislación Internacional  

 

     El Estado Colombiano ha ratificado diversos instrumentos de Derechos 

humanos encaminados a la protección de niños y niñas, dentro de los que se 

destacan: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 16 de 

diciembre de 199647, la Convención Americana de Derechos Humanos de 196948,  

la Convención sobre Derechos del Niño y sus dos Protocolos Facultativos49, y el 

Estatuto de Roma que aprueba la Corte Penal Internacional50. 

 

     El sistema de protección de derechos humanos con la Convención sobre los 

Derechos del niño de 1989, consagró la prohibición expresa del reclutamiento y la 

utilización de niños menores de 15 años por los grupos armados. Colombia al 

ratificar la Convención sobre Derechos del niño, como ya se ha anotado hizo una 

reserva, considerando que la edad mínima para que las personas pudieran 

participar directamente en las hostilidades fuese los 18 años, adelantando así la 

restricción de mayor protección del Protocolo 
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     La Organización Internacional del Trabajo en 1999, a través del Convenio 182 

aprobó la prohibición de las peores formas de explotación infantil, señalando como 

prácticas típicas el reclutamiento de niños y niñas por grupos armados. 

 

      De otra parte, en febrero de 2002, entró en vigor el protocolo Facultativo de la 

Convención de los Derechos del Niño, relativo a la participación de niños y niñas 

en los conflictos armados, fijando la edad de vinculación a grupos armados 

estatales y no estatales a los 18 años51.  

 

     Otras de las disposiciones que sirvieron como antecedente normativo en el 

país, son los Principios y Buenas Prácticas de Ciudad del Cabo de 1997, que se 

aprobaron durante el Simposio sobre la Prevención y Reclutamiento de Niños y 

Niñas y la desmovilización y Reintegración Social en África, los que en 2007 

fueron actualizados por la ONU, con el propósito de fijarlos como parámetros 

universales en cualquier conflicto armado, en el que resulten reclutados menores 

por los grupos armados. 

 

      Así, los principios de Paris del 30 de enero de 2007, señalan los “Principios y 

directrices sobre niños vinculados a las fuerzas y grupos armados”, y fijan los 

criterios de reintegración y atención de menores de edad, destacando las 

consideraciones de género52. 

 

     En cuanto al Derecho Internacional Humanitario Colombia ha ratificado los  

Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales, asumiendo así, la 

salvaguarda de los derechos de la población civil, en especial frente a los niñas y 

niñas reclutadas en el conflicto armado53. 
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     El Estatuto de Roma consagró el reclutamiento de menores como un crimen de 

guerra así: “reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas 

nacionales o utilizarlos activamente para participar en las hostilidades” (Artículo 8. 

xxvi), señala que constituye crimen de guerra el Reclutar o alistar a niños menores 

de 15 años en las fuerzas armadas nacionales o utilizarlos para participar 

activamente en las hostilidades. 

 

     En el contexto internacional, deben señalarse también las Resoluciones 1265 

de 1999, 1314 de 2000, 1379 de 2001, 1460 de 2003, 1539 de 2004, 1612 de 

2005 y 2882 de 2009 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 

vinculadas con los niños comprometidos en el conflicto armado. La Resolución 

1612 consagra un sistema de vigilancia y presentación de informes en países que 

afrontan situaciones de conflicto armado en los cuales los menores son víctimas 

del reclutamiento. Se crea un Equipo Especial del país integrado por las Agencias 

de Naciones Unidas y ONG, para realizar tareas de monitoreo en el territorio en 

atención a seis violaciones de derechos humanos y en las infracciones del 

derecho internacional humanitario; asesinato y mutilación de niños; reclutamiento 

y utilización de niños soldados; ataques contra escuelas y hospitales, violación de 

niños y su sometimiento a otros graves ataques de violencia sexual; secuestro de 

niños y niñas; denegación de acceso a la asistencia humanitaria (Mecanismo 

aprobado en diciembre de 2008, y el Equipo Especial del País lo puso en marcha 

en febrero de 2009). 

 

     Mediante Resolución 1882 de 2009, el Consejo de Seguridad retomó la 

importancia de la implementación de las Resoluciones anteriores sobre esta 

materia, y solicita “al Secretario General que en los anexos de sus informes sobre 

los niños y los conflictos armados incluya también a las partes en conflicto armado 

que, en contravención del derecho internacional aplicable, practiquen 

habitualmente actos para causar la muerte y la mutilación de niños, así como 



actos de violación y otros actos de violencia sexual contra los niños en situaciones 

de conflicto armado”. 

 

JURISPRUDENCIA NACIONAL E INTERNACIONAL SOBRE LA VINCULACIÓN 

DE LOS MENORES AL CONFLICTO ARMADO NO INTERNACIONAL 

Jurisprudencia Nacional  

Del derecho de las víctimas, en particular de los derechos a la verdad y a la 

justicia, seguidamente del derecho de los menores participantes en conflictos 

armados54. 

 

     Del deber de asistir y proteger a los menores a fin de que logren el ejercicio 

pleno de sus derechos y su desarrollo armónico e integral, al igual que las demás 

disposiciones constitucionales de protección en la materia, debiendo resaltarse en 

favor de los niños y las niñas, elementos relevantes de la protección 

constitucional, tales como: que sus derechos son fundamentales; que sus 

derechos son prevalentes; la norma superior eleva a un nivel constitucional la 

protección de los niños frente a diferentes formas de agresión, como  pueden ser 

el abandono, la violencia física o moral, el secuestro, la venta, el abuso sexual, la 

explotación laboral y económica y los trabajos riesgosos; considerados sujetos de 

especial dada su corta edad, su vulnerabilidad y dependencia por lo que por   

protección constitucional el Estado debe garantizarles su bienestar55. 

 

     Nuestro máximo tribunal ha establecido cuáles sin los criterios jurisprudenciales 

para determinar si existe o no conflicto armado y de ser así cuál es el trato y 

cuidado que se le debe dar a los menores involucrados en él conflicto56.  
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      Para la Corte resulta claro que la respuesta jurídico-institucional al problema 

de la desmovilización de menores combatientes ha de estar orientada hacia una 

finalidad resocializadora, rehabilitadora, educativa y protectora, conclusión a la 

que se llega teniendo en cuenta los mandatos genéricos y específicos a nivel 

internacional y constitucional57.  

      

     En cuanto al Protocolo lo que buscar es brindar una protección especial a los 

niños, niñas y jóvenes para que menores de 18 años de edad no participen en el 

conflicto armado, lo cual no sólo reitera los Principios y Derechos Fundamentales 

de éstos presentes en la Constitución Política Colombiana, sino que les da una 

protección reforzada, razón por la cual se declara exequible el Protocolo y su 

respectiva Ley aprobatoria. Dicha aprobación permitirá fortalecer el compromiso 

del Estado frente a la efectividad de los derechos de los niños además de hacer 

frente a la gran problemática de la participación de éstos en el conflicto58. 

 

     Al referir se la corte al tema de la preservación de la vida de los niños en 

conflicto armado interno, se echa mano del artículo 4 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, Pacto de san José de Costa Rica, en el que se habla 

de las  garantías fundamentales,  reconociendo que los derechos esenciales del 

hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que 

tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual 

justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o 

complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos59. 
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Jurisprudencia Internacional  

 

     Resolución de fecha 27 de marzo de 2009, proferida por el Tribunal 

Internacional de Justicia Restaurativa del Salvador, en el que además de otros 

argumentos se indica que en el informe de admisibilidad de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos por el caso de dicha masacre, el Estado 

argumentó que los hechos se suscitaron en el marco de un conflicto armado, por 

lo que su investigación presentó grandes dificultades. Por ejemplo: las zonas de 

investigación presuntamente estaban minadas, falta de peritos en antropología 

forense y falta de recursos del Órgano Judicial, ya que durante el conflicto la 

mayoría de presupuesto estatal era destinado a la defensa del país y a la 

reconstrucción de infraestructura que destruía la guerrilla60. 

 

     En declaraciones a medios de comunicación o a la comunidad internacional, el 

Estado alegó que algunas masacres habían sido denunciadas judicialmente 

muchos años después, lo que imposibilitaba encontrar algún registro. Por tanto, de 

las investigaciones realizadas no se podía identificar a sus responsables. También 

se ha sostenido que las pruebas resultantes de exhumaciones del 2000 y el 2001 

constituyen prueba indiciaria –no determinante– sobre la identidad e 

individualización de los que participaron en las masacres.   

 

     La Corte Internacional de Justicia, luego de analizar y advertir las coincidencias 

entre las resoluciones del Consejo de Seguridad, los Informes de la Comisión de 

Derechos Humanos, y los del Secretario General, concluyó que las tropas 

ugandesas (UPDF) cometieron violaciones masivas a los derechos humanos y al 

derecho internacional humanitario en el territorio de la RDC. Estas tropas 

asesinaron, torturaron y cometieron otros actos inhumanos contra la población 

civil, destruyeron aldeas y edificios civiles, no distinguieron entre objetivos militares 
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y civiles, no protegieron a la población civil de los combates, incitaron al conflicto 

étnico y no tomaron medidas para poner fin a ese conflicto, estuvieron 

involucradas en el reclutamiento y entrenamiento de niños soldados, y no 

adoptaron medidas para asegurar el respeto a los derechos humanos y al derecho 

internacional humanitario en los territorios ocupados61.  

 

     Los actos y omisiones de la UPDF eran claramente atribuibles a Uganda al ser 

una conducta de un órgano del Estado ya que de acuerdo a una bien establecida 

regla de derecho internacional general "la conducta de cualquier órgano del 

Estado debe ser considerada como acto del Estado". En cuanto a la conducta 

individual de los soldados y oficiales de la UPDF, ésta también fue considerada 

como conducta del órgano -y por lo tanto, atribuible a Uganda- atento al carácter 

militar y la función desempeñada. La Corte destacó que era irrelevante para la 

atribución de sus conductas a Uganda si personal de la UPDF actuó en contra de 

las instrucciones impartidas o si excedió a sus autoridades ya que de acuerdo a 

una bien establecida norma consuetudinaria, reflejada en el art. 3 del Cuarto 

Convenio de la Haya relativo a las leyes y costumbres de la guerra terrestre de 

1907 al igual que en el art. 91 del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra 

del 12 de agosto de 1949, una parte en el conflicto armado es responsable de 

todos los actos cometidos por las personas que formen parte de sus fuerzas 

armadas.  

 

    En conclusión, la Corte entendió que Uganda es internacionalmente 

responsable por las violaciones a ambas ramas del derecho internacional 

cometidas por la UPDF y sus miembros en el territorio de la RDC y por no cumplir 

con sus obligaciones como potencia ocupante en Ituri respecto de las violaciones 

a dichas ramas en el territorio ocupado.  
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El caso de las fuerzas armadas estatales  

    Colombia ratificó la Convención de los Derechos del Niño en 1991 el Estado 

colombiano  presentó una reserva   con relación al artículo 38 de la misma, 

aumentando a 18 años de edad para definir la situación militar de los jóvenes.  

 Posteriormente, el Estado colombiano, mediante la Ley 548 de 1999 (que 

prorroga la vigencia de la Ley 418 de 1997) ratifica que los menores de 18 años de 

edad no serán incorporados a las filas para la prestación del servicio militar 

obligatorio. Con la expedición de esta Ley, el gobierno colombiano da 

cumplimiento a la obligación de no reclutar formalmente menores de edad en las 

fuerzas armadas62.  

     En todo caso, y a pesar de las prohibiciones legales de reclutar menores de 18 

años en el Ejército, se dan otras formas de involucrar a niños, niñas y jóvenes a 

través de programas cívicos o comunitarios, en donde si bien es cierto no 

participan en acciones militares, desarrollan actividades que los incorporan 

indirectamente, poniendo en grave riesgo sus vidas.  

     Su empleo y utilización por parte de las fuerzas estatales se da como 

informantes, cargadores, espías, patrullas y en eventos públicos portando 

uniformes. La idealización de las actividades militares y de los combatientes  como 

héroes, la interiorización de valores en torno a la guerra y el chantaje con dinero u 

objetos, son recursos empleados por todos los grupos armados, incluido el 

Estado, para allegar a los niños y niñas al conflicto63.  
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Campañas Cívico-Militares  

     Tanto el Ejército como la Policía han reclutado niños y niñas para labores de 

promoción cívica, en las cuales incluso son uniformados, a pesar de encontrarse 

en zonas de guerra.  

 

     El Ejército desarrolla una campaña llamada "Soldado por un día", que busca “a 

integración de los niños con el Ejército, a través de actividades lúdicas y la visita 

de los menores a las instalaciones militares del país64.”    Estas actividades han 

incluido la visita de 2000 niños a los tres batallones del Ejército en Bucaramanga 

(Santander), en la cual niños y niñas montan en carros blindados, conocen los 

helicópteros y ensayan maquillaje de camuflado; la visita de estudiantes de la 

"Escuela Bohíos de María" en Medellín (Antioquia) al Cuarto Batallón de Artillería; 

la visita de niños y niñas de jardines infantiles al Batallón de Infantería Boyacá, en 

Pasto (Nariño) y actividades en Cúcuta (Norte de Santander) con una delegación 

de niños del Táchira (Venezuela) que estaban visitando la ciudad.  

 

Educación para la guerra  

 

     El Ejército y la Policía han intervenido en escuelas de educación básica de 

sectores marginales para realizar actividades de estrategia militar y de "acción 

psicológica" a la población civil. En ellas realizan labores de educación, instrucción 

militar y establecen bases para sus actividades de seguridad.  

 

     Por otro lado, dentro del sistema educativo del país existen colegios y 

academias militares de educación básica secundaria que gradúan "Bachilleres 

Técnicos con Orientación Militar". Dentro de estos colegios, los estudiantes de 

grados noveno, décimo y once prestan servicio militar en modalidad especial, que 

incluye 1.300 horas de instrucción militar y 3 ejercicios de campaña durante estos 
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tres años; al finalizar la instrucción, estos jóvenes obtienen la Tarjeta Militar de 

Primera Clase,  "es decir, definen su situación militar como cualquier soldado de la 

Patria, pues al igual que ellos...se preparan en las diferentes áreas que los 

habilitan como combatientes"65; Así mismo, la edad mínima para entrar a la 

Escuela Militar de Aviación de la Fuerza Aérea es de 16 años.  

 

     En zonas rurales es común que las guerrillas, como las Fuerzas Armadas o los 

paramilitares utilicen las escuelas como cuarteles transitorios y que obliguen a los 

y las estudiantes, los y las docentes y padres y madres de familia, a asistir a 

charlas de entrenamiento militar66.  

 

Utilización de niños y niñas por parte de las Fuerzas Armadas Estatales  

 

     Las fuerzas armadas utilizan a niños y niñas desvinculados de los grupos 

guerrilleros para presentarlos ante los medios de comunicación con mensajes que 

desprestigien a la guerrilla.  En muchos de estos casos, su rostro es presentado 

sin distorsión alguna en la  televisión, poniendo con esto en grave riesgo su vida.  

 

     Existe información de niños y niñas utilizados por el Ejército en labores de 

inteligencia: durante una misión en enero de 2001, Human Rights Watch entrevistó 

a un adolescente que trabajó para los servicios de inteligencia de la Tercera 

Brigada del Ejército (con jurisdicción en los departamentos de Valle y Cauca).  El 

adolescente contó que empezó a trabajar para el Ejército cuando tenía 14 años, 

recogiendo información sobre la guerrilla a cambio de dinero y que "acompañó a 

unidades del Ejército en algunas operaciones"67;  Este joven participó en una 

reunión entre el Ejército y los paramilitares en marzo 1999, en la cual conoció al 
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representante de las AUC en la región; posteriormente este hombre lo invitó a 

trabajar con los paramilitares, así que terminó uniéndoseles68.  

 

Estadísticas sobre menores involucrados  

     Aun cuando las cifras sobre el reclutamiento de menores en el conflicto armado 

Colombiano no son precisas, en el Informe de Human Right Watch de 2003, se 

estimó que al menos uno de cada cuatro combatientes es menor de 18 años, y 

que en algunos casos la población puede  fluctuar entre el 20 y 30 por ciento en 

algunas unidades de la guerrilla y paramilitares; en efecto, los grupos armado han 

reclutado un número significativo de menores, aproximadamente entre once y 

catorce mil niños menores de 18 años, y un total de treinta mil vinculados al 

conflicto69. 

 

     Según datos de UNICEF en Colombia el 14% de los niños y niñas que se 

vinculan al conflicto lo hacen “voluntariamente”, de éstos un “33.3% lo hacen por 

atracción a las armas y uniformes, otro 33.3% por pobreza, un 16.6% por relación 

cotidiana con los grupos armados y un 8.3% por enamoramiento o decepción 

amorosa”70.  

 

     En el Informe de 2009 del Secretario General sobre los niños y el conflicto 

armado en Colombia se señaló: “reclutamiento y la utilización de niños por los 

grupos armados ilegales están muy generalizados y siguen siendo motivo de 

grave preocupación.  
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     En el año 2006, el Comité de los Derechos del Niño expresó su inquietud por el 

reclutamiento a gran escala de niños por los grupos armados ilegales para 

hacerlos participar en los combates y utilizarlos como esclavos sexuales.  

 

     En octubre de 2008, la Corte constitucional de Colombia afirmó también que los 

grupos armados ilegales estaban reclutando a niños en Colombia de manera 

generalizada, sistemática y habitual, y que aún no se conocía la verdadera 

magnitud y el alcance territorial de estos reclutamientos, el número estimado de 

niños que participan en grupos armados ilegales oscila entre 8.000, según el 

Ministerio de Defensa, y 11.000, según fuentes no gubernamentales. 

 

     La Fiscalía General inicio investigación de 25 casos de reclutamiento de niños 

que tuvieron lugar en 2008, en un estudio realizado por la Defensoría del Pueblo 

de Colombia y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) se 

señaló que la edad media de reclutamiento había disminuido de 13,8 años en 

2002 a 12,8 en 2006”. 

 

     Además de lo anterior, los menores también son utilizados para otros 

propósitos distintos a los vinculados con el conflicto armado, como sucede con su 

utilización en bandas criminales organizadas dedicadas al narcotráfico, lavado de 

dinero y sicariato. Las cuales, suelen captar a menores con el objetivo de facilitar 

la consumación de los delitos y evadir la responsabilidad penal de adultos, 

instrumentalizando a los menores en la comisión de graves crímenes. 

 

 En el Informe de 2009 del Secretario General sobre los niños y el conflicto 

armado en Colombia, también se precisó que:  

 

Los niños también han sido víctimas del fuego cruzado entre 

el Ejército Nacional y los grupos armados ilegales. En agosto 

de 2008, un niño de 5 años murió en una casa del municipio 



de San Pedro, departamento de Valle del Cauca, durante 

una escaramuza entre el Ejército Nacional y las FARC-EP. 

En septiembre de 2008, una niña de 1 año de edad perdió 

un ojo al quedar atrapada en un enfrentamiento entre el 

Ejército Nacional y las FARC-EP, en el departamento de 

Arauca 

 

 

En el Informe de 2009 del Secretario General de Naciones Unidas sobre los niños 

y el conflicto armado en Colombia señaló: 

 

Las minas antipersonal y las municiones sin detonar han 

tenido consecuencias graves para la población civil, 

incluidos los niños. Según el informe titulado Landmine 

Monitor Report 2007, el número de personas muertas o 

heridas en Colombia como consecuencia de los restos 

explosivos de guerra fue el más alto del mundo entre 2005 y 

2007. Según el Programa Presidencial para la Acción 

Integral contra Minas, el número de víctimas entre 1990 y 

2008 ascendió a un total de 7.515, de las que 722 eran 

niños. Según esa misma fuente, en 2008 murieron 14 niños 

(4 niñas y 10 niños) y resultaron heridos 32 (5 niñas y 27 

niños) a consecuencia de esos artefactos. En enero, en el 

municipio de Palmira, Departamento del Valle del Cauca, 

una mujer y su hija de 9 meses murieron al pisar una mina 

antipersonal; la mujer estaba embarazada de 5 meses. En 

junio, en el municipio de Samaniego, departamento de 

Nariño, 3 niños varones de 12, 14 y 16 años de edad 

murieron al activar accidentalmente una mina antipersonal. 

En julio, en el departamento de Bolívar, tres niños sufrieron 



heridas de gravedad, entre ellos una niña de 9 años que 

perdió una pierna. 

 

POLÍTICA ESTATAL SOBRE MENORES ACTORES EN EL CONFLICTO 

ARMADO COLOMBIANO 

 

     Es necesario precisar el concepto de política pública, “… es el conjunto de 

sucesivas iniciativas, decisiones o acciones del régimen político frente a 

situaciones socialmente problemáticas y que buscan la resolución de las mismas o 

llevarla s a niveles manejables71.”  

 

     Las políticas públicas que el Estado colombiano ha tenido frente al flagelo de la 

inserción de los menores en el conflicto armado colombiano no han sido las 

suficientes pues a pesar de tener las iniciativas son muy pocos los esfuerzos por 

evitar que muchos niños y niñas ya sea por la convivencia entre su núcleo familiar 

o la sociedad ingresen engañados a hacer parte de las filas de los grupos al 

margen de la ley.  

 

     Así, las cosas se debe dar gran importancia a los núcleos de formulación de 

políticas públicas en Latinoamérica, las cuales en su orden son: 1). Las políticas 

económicas hacia el exterior, que llevan la prioridad más alta en todos los países 

de la región. 2). Las políticas de “régimen interior y orden público”, cuya 

composición varían de uno a otro país. 3). Las políticas económicas internas, que 

esencialmente siguen el esquema de ajuste y se aplican en toda la región con un 

impresionante grado de homogeneidad. 4). Las políticas de infraestructura. 5). 

Finalmente, en último grado de prioridad, la política social, que existe no como una 
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política integrada y comprensiva, sino como una selección de políticas sectoriales 

que pocas veces alcanzan grados de articulación y de tratamiento conjunto72.  

 

     Entonces, el fin de las políticas públicas se debe dirigir a la construcción de 

ciudadanos, al aseguramiento de los medios para hacer real dicha ciudadanía, de 

lo contrario será meramente nominal.  

 

     Para que exista una verdadera protección integral debida a la infancia debe 

determinarse la política pública dirigida a ella, esta protección tiene que darse en 

todos los aspectos, cubriendo cada uno de los bloques de derechos, tales como 

derechos de supervivencia, de desarrollo, de protección y de participación; La 

protección integral de las niñas y los niños, debe entenderse justamente así, en su 

totalidad, tendiente a garantizar la efectividad de cada uno de estos derechos, en 

tanto que todos los derechos de la infancia se deben entender fundamentales y 

prevalentes, ya que el constituyente de 1991 así lo consignó expresamente en el 

artículo 44 de la Constitución Nacional. No se puede esperar agotar unos, para 

hacer efectivos otros, por ello debe haber simultaneidad en la implementación de 

las  políticas públicas referidas a la infancia, ya que la efectividad de cada uno de 

los derechos de las niñas y los niños es vital para su desarrollo integral73.  

 

     Se debe resaltar la decadencia que se ha tenido en los últimos periodos 

presidenciales respecto a la política pública para la infancia en Colombia, se ha 

venido construyendo de manera desarticulada y epidérmica y, ante todo, 

característica que conserva hasta la actualidad, no se ha hecho desde la 

perspectiva de la protección integral como posibilidad de desarrollo de todas las 

potencialidades de la infancia, sino, por el contrario, desde la situación irregular 

que se enfoca únicamente en los eventos descritos como tales, y que a la vez, 
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justamente, el resultado de la ausencia de políticas decididamente constructoras 

de ciudadanía.  

      

     El menor de edad como toda persona tiene derecho a la vida, significa 

reconocer que nadie puede desconocérsela ni siquiera desde que inicia su 

proceso biológico de ser humano. De allí la prohibición del aborto y la exigencia de 

proteger especialmente a la mujer embarazada en nuestra legislación el 

fundamento legal tiene respaldo desde la Convención Americana de Derechos 

Humanos74, principio normativo desarrollado en nuestra Constitución Política75.  

 

              Adicionalmente le corresponde al Estado, a través de sus autoridades 

asegurar el cumplimiento de este deber social de los particulares que para el caso 

de los menores en situaciones de riesgo, adquiere una mayor trascendencia a 

habida cuenta de su alta vulnerabilidad y, por ende de la prevalencia de sus 

derechos.  

 

     Debido al reconocimiento internacional de la vida como supremo valor, se han 

creado varios instrumentos nacionales e internacionales de protección que 

prohíben rotundamente una serie de conductas y prácticas que atentan 

directamente contra el derecho a la vida de los menores de edad,  tales como la 

pena de muerte para ellos y para la mujer embarazada.  

 

     Es así como a partir de cada una de estas normas y demás mecanismos que 

como se ha señalado con anterioridad se ha buscado de manera constante brindar 

por parte del Gobierno un cambio real a tan controversial e injustificable situación 

respeto a la niñez. 
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El gobierno ha promocionado una política pública focalizada, por medio de la cual 

junto con la intervención de la sociedad busca que se brinden y se regulen por 

tanto parámetros legales, resoluciones, acuerdos y distintas acciones que 

permitan de manera inmediata brindar la seguridad y la protección de los derechos 

de los niños, niñas y jóvenes que se han vulnerado por la realidad ya reflejada 

anteriormente. 

 

     Esta política no tiene como objeto llegar a unos sectores de la población 

específicos o a territorios determinados si no que por el contrario, busca de 

manera especial que su aplicación llegue para todo el territorio colombiano 

abarcando así todos los corregimientos, departamentos, municipios, resguardos, 

donde las entidades e instituciones gubernamentales o no gubernamentales se 

colaboren entre sí, para aplicar de manera eficaz la política, la que no solo se 

encuentra en leyes de carácter y disposición nacional si no que de igual manera 

se vinculan aspectos y normatividad de carácter internacional que contribuyan y 

fortalezcan el manejo de un tema tal vulnerado y por tanto olvidado como es el de 

las niñez76. 

 

     Siendo el Estado quien debe garantizar que los menores tengan una niñez 

sana, debe respetar las situaciones constitutivas de la posición de garante ya que 

estas son asumidas voluntariamente respecto de la protección real de una 

persona o de una fuente de riesgo dentro de su propio ámbito. Así pues deben 

implementarse políticas públicas fuertes que garanticen y velen por el respecto y 

dignidad de los menores que hacen parte de las filas de los grupos al margen de 

la ley, en el momento que abandona el grupo armado ilegal el Estado debe 

garantizar una reinserción integral pues, la mayoría de veces el menor ingresa a 

los centros de reclusión para los menores privándolos de su libertad y no 

brindándoles las medidas de protección para su resocialización.  
                                                           
76

 La Niñez y El Conflicto Armado Investigación dirigida por: Luis Andrés Fajardo Arturo Joven 

Investigadora a cargo: Andrea Milena Garzón Díaz Agosto 2010 



 

     Una de las prioridades por parte del Estado para garantizar una posición de 

garante efectiva es apartar a todos los niños menores de 18 años de las fuerzas 

armadas. Ningún tratado de paz hasta la fecha ha reconocido oficialmente la 

existencia de los niños integrantes de los grupos al margen de la ley. Así se debe 

responsabilizar al Estado por la reintegración y ayuda a los niños para que ellos 

puedan establecer nuevos fundamentos en su vida sobre la base de su capacidad 

individual. 

 

     Los menores reclutados ilegalmente han crecido separados de su familia y han 

estado privados de muchas de las oportunidades normales de desarrollo físico, 

emocional e intelectual, la Convención sobre los Derechos del Niño, indica que la 

recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que fomente la 

salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño77. 

 

     Siendo Colombia un Estado Social de Derecho, las autoridades de la República 

están instituidas para proteger a todas las personas residentes en el territorio 

nacional, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y 

para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 

particulares78. (Art. 2º Constitución Política, son fines esenciales del Estado (…)). 

Por lo tanto se debe tomar en serio la problemática que está viviendo el país 

respecto de los menores que día a día entran a hacer parte de los grupos alzados 

en armas, es importante recalcar que no solo el Estado debe garantizar dicha 

protección sino la familia y el entorno social.79 
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GLOSARIO 

 

CONFLICTO ARMADO: esta expresión general se aplica a diferentes tipos de 

enfrentamiento, es decir, a los que pueden producirse: 

a) entre dos o más entidades estatales (v. guerra); 

b) entre una entidad estatal y una entidad no estatal (v. guerra de liberación 

nacional); 

c) entre una entidad estatal y una facción disidente (v. conflicto armado no 

internacional); 

     Entre dos etnias diversas al interior de una entidad estatal (v. conflicto armado 

no internacional) (cf. G I-IV, art. 2 común). V. también: Conflicto armado interno 

internacionalizado. (Diccionario de Derecho Internacional de los Conflictos 

Armados – Índice por Pietro Verri)  

 

CONFLICTO ARMADO INTERNO: v. Conflicto armado no internacional. 

CONFLICTO ARMADO NO INTERNACIONAL: sinónimo de "guerra civil", el 

conflicto armado no internacional se caracteriza por el enfrentamiento entre las 

fuerzas armadas de un Estado y fuerzas armadas disidentes o rebeldes. El 

derecho aplicable durante tales conflictos ha sido considerado durante mucho 

tiempo como una cuestión de los Estados puramente interna. En el art. 3 común a 

los cuatro Convenios de Ginebra se sientan, por primera vez, ciertos principios 

fundamentales que deben respetarse durante tales conflictos. Sin embargo, en 

este artículo no se define la noción misma de conflicto armado no internacional. En 

el art. 1 del Protocolo II de 1977 se subsana parcialmente este vacío. En los 

términos de dicho artículo, se considera conflicto armado no internacional todo 

conflicto que se desarrolle en el territorio de un Estado, entre sus fuerzas armadas 



y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección 

de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal 

que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el 

derecho internacional establecido para ese tipo de conflicto. Las situaciones de 

tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos 

esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos no son considerados 

como conflictos armados (cf. GP II 1977, art. 1). No obstante, un conflicto entre 

dos etnias distintas, que estalle en el territorio de un Estado -siempre que reúna 

las características necesarias de intensidad, duración y participación- puede 

calificarse de conflicto armado no internacional. V. también: Conflicto armado 

interno internacionalizado. (Diccionario de Derecho Internacional de los Conflictos 

Armados – Índice por Pietro Verri) 

 

NIÑOS: el derecho internacional de los conflictos armados garantiza a los niños 

una protección especial como persona civil que no participa en las hostilidades, 

así como una protección especial en razón de su calidad de persona 

particularmente vulnerable. Esta protección especial se realiza mediante una serie 

de normas, entre las cuales conviene citar las que se refieren a: 

a) la equiparación de los recién nacidos con los heridos; 

b) el derecho de los niños a la asistencia y a la ayuda; 

c) la acogida de menores de quince años en las zonas sanitarias y de 

seguridad; 

d) la reunión de familias dispersas durante un conflicto armado internacional o 

interno; 

e) la evacuación temporal de los niños por razones imperiosas de su 

seguridad, en especial de un lugar sitiado o cercado; 

f) la prohibición de obligar a trabajar a personas protegidas menores de 

dieciocho años, en caso de ocupación; 

g) la protección del medio cultural del niño y de su educación; 



h) las garantías para el niño arrestado, detenido o internado; 

i) la prohibición de aplicar la pena de muerte a los menores de dieciocho años 

en el momento de la infracción; 

j) la protección de la familia y la inviolabilidad del estatuto del niño; 

k) la prohibición de reclutar en las fuerzas armadas a menores de quince 

años; 

l) la protección del niño huérfano o separado de sus padres.  

(cf. G IV, arts. 14, 17, 23-25, 27, 38, 50, 51, 68, 76, 81, 82, 89, 94, 132, 136; GP I, 

arts. 8, 70, 74, 75-78; GP II, arts. 4, 6). V. también: Pla. (Diccionario de Derecho 

Internacional de los Conflictos Armados – Índice por Pietro Verri) 

 

Niños Soldados: Entre 11.00 y 14.000 niños soldados. La guerrilla y los grupos 

paramilitares reclutan, algunas veces a la fuerza, y utilizan niños; se sabe que las 

fuerzas armadas estatales utilizan a los niños como informantes y para fines de 

propaganda antisubversiva. (Defensoría del Pueblo, Human Rights Watch, 

Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado en 

Colombia 2003). (Diccionario de Derecho Internacional de los Conflictos Armados 

– Índice por Pietro Verri) 

 

POLÍTICAS PÚBLICA: es “…el conjunto de sucesivas iniciativas, decisiones o 

acciones del régimen político frente a situaciones socialmente problemáticas y que 

buscan la resolución de las mismas o llevarla s a niveles manejables.” 

(VELÁSQUEZ Vargas Alejo. El Estado y las políticas públicas, Bogotá, Almudena 

Editores, 1999, p.57.) 

 

 

 



CONCLUSIONES 

 

1. Colombia es el cuarto país del mundo con mayor número de niños 

combatientes después del Congo, Ruanda y Myanmar. Este complicado y 

latente problema no es nuevo, se originó hace más de cuatro décadas a raíz 

del conflicto armado y con él, el reclutamiento de menores se ha presentado 

de forma constante en el país. Frente a este fenómeno social producto del 

conflicto armado interno, el Estado ha reaccionado a través de la Política 

Criminal tipificando el reclutamiento de menores, como delito, en el Código 

Penal de 2000, artículo 162. En otrora la normatividad penal reprimía ese 

comportamiento a través del delito de secuestro agravado, atendiendo las 

características propias de la conducta, dado el retiro forzado de su entorno 

familiar y ambiente social, privándolo de los derechos a gozar de un 

ambiente sano, de una familia, de su libre autodeterminación, en suma, de 

los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política. 

 

2. Los menores reclutados por los grupos al margen de la ley, antes de 

considerarse actores del conflicto, deben verse como verdaderas víctimas 

del mismo, puesto que resulta incontrovertible que contra su voluntad o 

mediante engaño, por su especial vulnerabilidad, desamparo, indefensión y 

desatención por parte del Estado,  son apartados de sus familias, escuelas o 

ciudades para convertirlos en guerreros, son sometidos a esclavitud sexual y  

al tráfico al interior de las organizaciones criminales con fines lucrativos. 

 

3. Las causas que originan el reclutamiento radican básicamente en la falta de 

oportunidades que tienen los menores dentro de la sociedad, la pobreza, la 

marginación y la precariedad; aspectos que los convierte en presa fácil de 

las organizaciones insurgentes, las cuales recurren a falsas promesas, 

engaños y manipulación para incorporarlos a sus filas. A esas circunstancias 

se suma una muy importante y determinante para que los menores se dejen 



seducir para ingresar a los grupos guerrileros, cuando el mismo no se hace 

de manera forzosa, es la violencia intrafamiliar que existe,  generalizada en 

la población rural y en los estratos bajos de la sociedad. 

 

4. El Estado colombiano ha adoptado políticas públicas orientadas a combatir 

esos flagelos de la sociedad; sin embargo estas no son  aplicadas 

integralmente, bien por falta de voluntad política, ora por la precaria 

asignación de recursos dentro del presupuesto público para programas 

dirigidos a la familia y la infancia, siendo muy limitado el accionar de las 

instituciones encargadas de proteger y velar por las garantías 

constitucionales del menor involucrado en el conflicto no internacional.  

 

5. El deber de garantía de los Estados es de vital importancia, puesto que 

obliga al Estado a asegurar el ejercicio real de los derechos por parte de sus 

titulares y hace que las violaciones frente al problema de los menores 

involucrados en el conflicto no internacional no queden en la impunidad; por 

lo tanto el deber de respeto y garantía es entonces el centro del cual se 

deducen los límites a la actuación de los grupos al margen de la ley, 

desconocer dichos límites es violar los derechos de los niños.  

 

6. Frente a la preocupación internacional por el flagelo que se comete con los 

menores involucrados en el conflicto armado colombiano, resulta evidente 

que se debe aumentar la ayuda a los países atrapados en el círculo vicioso 

de los conflictos violentos, trabajar para alcanzar el propósito  y elaborar 

nuevas estrategias de apoyo, para evitar que los menores ingresen a las filas 

de los grupos subversivos.  

 

7. Universalmente, los instrumentos internacionales de protección de los 

derechos de los niños han considerado que es un delito el involucrar a los 

menores en las filas de los grupos armados al margen de la ley, (Estatuto de 



Roma, artículo 7); pues es considerada una violación a los derechos 

humanos que genera responsabilidad del Estado por la posición de garante, 

frente a los niños, niñas y adolescentes, derivada en Colombia,  del 

contenido del artículo 44 de la Constitución Política. 

 

8. Los convenios internacionales, así como la doctrina y jurisprudencia nacional 

han coincidido en reconocer como crimen de lesa humanidad la inclusión de 

menores en los grupos alzados en armas; lo que constituye una ofensa 

contra todo género humano. 
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SALVADOR, fecha de la resolución: 27 de Marzo de 2009) (….).  

 

CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA.  Caso concerniente a las Actividades 

Armadas en el territorio del Congo (República Democrática del Congo vs. 
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Ponencia ACUERDOS HUMANITARIOS E INFANCIA, en el  SEMINARIO 
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2001). 
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